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La penalización del consumo de drogas ilegales está ali-
mentando la propagación de la epidemia de VIH y ha tenido 
unas consecuencias sociales y de salud abrumadoramente 
negativas. Es necesario realizar una completa reorientación 
de estas políticas.

En respuesta a los daños sociales y de salud provocados por 
las drogas ilegales, se ha desarrollado un gran régimen inter-
nacional de prohibición de estas drogas, bajo el auspicio de las 
Naciones Unidas (1). La investigación efectuada a lo largo de 
décadas ofrece una evaluación exhaustiva del impacto de la 
“Guerra contra las drogas” a nivel mundial y, mientras miles 
de personas prevén reunirse en Viena con motivo de la XVIII 
Conferencia Internacional sobre el Sida, la comunidad científica 
internacional hace un llamamiento para que se reconozcan 
los límites y perjuicios que tiene la prohibición de las drogas, 
y pide una reforma de las políticas al respecto con el fin de 
eliminar las barreras que impiden proporcionar unos servicios 
eficaces de prevención, tratamiento y atención del VIH.

La prueba de que la aplicación de esta política no ha con-
seguido impedir la disponibilidad de drogas ilegales, en las 
comunidades donde existe esta demanda, resulta ya inequí-
voca (2, 3). A lo largo de las últimas décadas, los sistemas 
de vigilancia de drogas –nacionales e internacionales– han 
evidenciado la existencia de un patrón general de descenso 
de los precios de las drogas y aumento de su pureza, a pesar 
de las enormes inversiones realizadas en la aplicación de la 
legislación antidroga (3, 4).

Además, no existen pruebas de que el aumento de la intensi-
dad en la aplicación de la ley redujera de forma significativa 
la prevalencia de consumo de drogas (5). Los datos también 
muestran con claridad que está aumentando el número de 
países con usuarios de drogas inyectables, y que mujeres y 
niños se ven cada vez más afectados (6). Fuera de la región 
del África subsahariana, el uso de drogas inyectables está 
implicado, aproximadamente, en uno de cada tres nuevos 
casos de infección por VIH (7, 8). En algunas zonas donde el 
virus se está propagando con mayor rapidez –como Europa 
Oriental y Asia Central–, su prevalencia puede llegar a un 70% 
entre los usuarios de drogas inyectables; en otras regiones, 
más del 80% del total de casos de VIH se cuenta entre este 
grupo de población (8).

Ante las abrumadoras pruebas de que la aplicación de la 
legislación antidroga no ha logrado alcanzar sus objetivos 
declarados, es importante reconocer y abordar sus nocivas 
consecuencias, entre las que se incluyen (aunque no se limi-
tan a éstas):

-	 La alimentación de epidemias de VIH debido a la crimi-
nalización de las personas que consumen drogas ilegales 

y a la prohibición de ofrecer jeringuillas esterilizadas y 
tratamientos de sustitución de opiáceos (9, 10).

-	 Los brotes de infecciones entre usuarios de drogas en-
carcelados e institucionalizados como consecuencia de 
las leyes y políticas punitivas y la ausencia de servicios 
de prevención del VIH en dichos entornos (11-13).

-	 El debilitamiento de los sistemas de salud pública debido 
a que la aplicación de la ley provoca que los usuarios de 
drogas se alejen de los servicios de prevención y atención 
y los empuja a entornos donde corren un mayor riesgo 
de que se produzca la transmisión de enfermedades in-
fecciosas (como por ejemplo, el VIH, las hepatitis C y B y 
la tuberculosis) u otros perjuicios (14-16).

-	 La crisis de los sistemas penales como resultado de las 
tasas récord de encarcelamiento en varios países (17, 18). 
Esto ha afectado de forma negativa al funcionamiento so-
cial de comunidades enteras. Aunque resultan evidentes 
las disparidades raciales en las tasas de encarcelamiento 
por delitos de drogas en países de todo el mundo, el 
impacto ha sido especialmente grave en EE.UU., donde 
aproximadamente uno de cada nueve hombres de origen 
afroamericano de entre 20 y 34 años de edad se encuentra 
en prisión en un momento dado, sobre todo como resultado 
de la aplicación de la legislación antidroga (19).

-	 La estigmatización de las personas que consumen drogas 
ilegales, lo que refuerza la popularidad política de penalizar 
a los usuarios de drogas y socava la tarea de prevención 
del VIH, así como otros esfuerzos de promoción de la 
salud (20, 21).

-	 Graves violaciones de los derechos humanos, incluyendo 
torturas, trabajos forzados, tratos inhumanos y degra-
dantes, y la ejecución de delincuentes por cuestiones de 
drogas en varios países (22, 23).

-	 La creación de un enorme mercado negro cuyo valor anual 
se cifra en 320.000 millones de dólares (4). Este dinero se 
mantiene totalmente fuera del control gubernamental y 
fomenta la delincuencia, la violencia y la corrupción en un 
sinnúmero de comunidades urbanas y ha llegado a des-
estabilizar a países enteros, como es el caso de Colombia, 
México y Afganistán (4).

-	 El despilfarro de miles de millones de dólares de los con-
tribuyentes en un enfoque basado en la “Guerra contra 
las drogas” como método de control de estas sustancias, 
que no ha alcanzado sus objetivos previstos y que, sin 
embargo, contribuye de forma directa o indirecta a que 
se produzcan los perjuicios antes mencionados (24).

Por desgracia, este evidente fracaso de la prohibición de las 
drogas en la consecución de sus propios objetivos declara-
dos, así como las graves consecuencias negativas de estas 
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políticas, son negados con frecuencia por quienes tienen 
intereses creados en que se mantenga este status quo (25). 
Esta situación ha acarreado confusión entre el público y se 
ha cobrado innumerables vidas. Los gobiernos y las organi-
zaciones internacionales tienen la obligación ética y legal de 
responder a esta crisis, y deben intentar promulgar estrategias 
alternativas basadas en pruebas que sean capaces de reducir 
de forma eficaz los efectos negativos de las drogas, sin generar 
a su vez sus propios problemas.

Nosotros, los abajo firmantes, hacemos un llamamiento a los 
gobiernos y las organizaciones internacionales, incluyendo a 
las Naciones Unidas, para que:

-	 Emprendan una revisión transparente de la eficacia de las 
políticas antidroga actuales.

-	 Pongan en práctica y evalúen un enfoque de salud públi-
ca basado en la ciencia que aborde los perjuicios indivi-
duales y comunitarios derivados del consumo de drogas 
ilegales.

-	 Se despenalice a los usuarios de drogas, se aumenten 
las opciones de tratamiento de la dependencia basadas 
en pruebas y se eliminen los ineficaces centros de trata-
miento obligatorio de la adicción que violan la Declaración 
Universal de Derechos Humanos (26).

-	 Se apruebe y aumente de forma inequívoca la financia-
ción para la implementación de un paquete integral de 
intervenciones en el ámbito del VIH enunciadas en la Guía 
de Objetivos de la OMS, ONUDD y ONUSIDA (27).

-	 Se consiga una implicación significativa de los miembros de 
las comunidades afectadas en el desarrollo, seguimiento 
e implementación de servicios y políticas que afectan a 
sus vidas.

Asimismo, hacemos un llamamiento al Secretario General de 
las Naciones Unidas, Ban Ki-moon, para que tome medidas 
urgentes que garanticen que el sistema de esta organización 
-incluida la Junta Internacional para el Control de Narcóticos- 
tenga una postura única en el apoyo a la despenalización del 
consumo de drogas y la implementación de enfoques, basados 
en pruebas, para el control de drogas (28).

Basar las políticas de drogas en las pruebas científicas no eli-
minará el consumo de drogas o los problemas derivados del 
uso de drogas inyectables. No obstante, la reorientación de las 
políticas de drogas hacia unos enfoques basados en pruebas 
que respeten, protejan y cumplan los derechos humanos tiene 
el potencial de reducir los perjuicios derivados de las políticas 
actuales y permitiría reorientar los vastos recursos económicos 
a donde más se necesitan: La implementación y evaluación 
de intervenciones basadas en las pruebas en el ámbito pre-
ventivo, regulatorio, de tratamiento y de reducción de daños.
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